
                                                                                                ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

                                       RADICACIÓN: 66170 31 04 02 2016 00017
                                                                                                                              ACCIONANTE: DAVID ARBOLEDAD CARVAJAL
                                                      ACCIONADA: UNV. DE ANTIOQUIA

                                                                                                                                Asunto: Confirma parcialmente la decisión

TUTELA CONTRA CONVOCATORIAS ACADÉMICAS/ Improcedencia por subsidiariedad para debatir reglas del proceso de selección/ Aspirantes deben cumplir las condiciones establecidas en la convocatoria
“(…) la Convocatoria de la décimo quinta cohorte de la Maestría en Epidemiología se constituye en la ley del proceso, y en ese orden de ideas, desde un comienzo el accionante conocía las condiciones y términos, a los cuales se sometieron todos los participantes. De tal manera, que al haber relacionado el accionante las dos publicaciones que hizo en la revista Vitae de la facultad de Ciencias Farmacéuticas y Alimentarias de la Universidad de Antioquia, pretendiendo que dicha institución educativa fuera la que verificara en sus archivos las mismas, no sólo se sustrajo de sus obligaciones sino que hizo una interpretación propia de los requisitos establecidos en la Convocatoria, por lo que ahora no puede venir a solicitar que se le aplique lo dispuesto en el artículo 9º del Decreto 019 de 2012 cuando fue él quien debió cumplir con los requisitos señalados en la Convocatoria, ya que la evaluación de su hoja de vida exigía que el interesado certificara la existencia de esas publicaciones, de tal manera, que no bastaba con su simple enunciación (...)”

“(…) como el impugnante insistió que la Convocatoria no especificó quién debía expedir las certificaciones ni cuál debía ser su contenido, emerge claro que el actor contaba con otro medio de defensa judicial, que no es otro que la acción de nulidad prevista en el Código Contencioso Administrativo, para exponer los argumentos que avalen la tesis propuesta en su demanda de amparo. En tal virtud, el juez constitucional no puede dirimir una controversia del resorte del juez natural, pues ello no se compadece con la naturaleza y finalidades del mecanismo constitucional, que no son diferentes a denunciar la vulneración y obtener el restablecimiento de los derechos fundamentales (...)”

DERECHO DE PETICIÓN/ Falta de vulneración por respuesta de fondo a todas las solicitudes
“(…) la Sala encuentra que los derechos de petición que el accionante  envió a la Universidad de Antioquia, fueron absueltos por esa institución mediante respuestas del 4, 12 y 16 de febrero de 2016 (…) fechas anteriores al 22 de febrero de 2016 que era el día que iniciaban las actividades académicas, según cronograma de clases dispuesto en la Resolución No. 1146 del 26 de junio de 2015 (…)

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-465 de 2010 T-342 de 2015. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diecinueve (19) de abril de dos mil dieciséis (2016)

Proyecto aprobado por Acta No.325
Hora: 11:45 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el accionante, señor David Arboleda Carvajal en contra del fallo de tutela emitido el 7 de marzo de 2016 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Manifestó el accionante que la Universidad de Antioquia fue seleccionada por el Programa Especial de Investigaciones y Enseñanzas sobre Enfermedades Tropicales, Organización Mundial de la Salud (TDR/OMS), para becar hasta 16 estudiantes de países de bajos y medianos ingresos de América Latina y el Caribe, para realizar la Maestría en Epidemiología, con énfasis en la investigación de la implementación en enfermedades infecciosas, por lo que el Comité Central de Posgrados de la Universidad de Antioquia, mediante Resolución No. 1146 del 26 de junio de 2015, autorizó la convocatoria de la décimo quinta cohorte de la Maestría de Epidemiología, adscrita a la Facultad Nacional de Salud Pública, definió los criterios de selección, los cupos y el punto de corte para el ingreso al programa. Dicha resolución fue modificada mediante Resolución No. 1242 del 17 de diciembre de 2015. 
2.2. En la página web de la Universidad de Antioquia fueron publicados los términos para aplicar a las becas completas para la Maestría en Epidemiología con financiación del programa TDR/OMS.

2.3. El accionante realizó su inscripción, junto con 77 aspirantes a la convocatoria, de los cuales, seis no cumplieron con los requisitos del registro, el señor Arboleda cumplió con dichos requisitos, motivo por el cual fue evaluado y quedó en la lista como aspirante No. 12.

2.4. Conforme con lo anterior el 21 de diciembre de 2015, la Coordinación de Posgrados de la Facultad Nacional de Salud Pública de la Universidad de Antioquia, dio a conocer por medio de correo electrónico los resultados del proceso de admisión, por medio de la Resolución No. 231 del 18 de diciembre de 2015 del Departamento de Admisiones y Registro, en la cual el demandante no aparece como admitido. 

2.5. El 19 de enero de 2016, fecha en la que la Universidad de Antioquia reinició actividades, el señor Arboleda envió derecho de petición a través de correo electrónico a la Coordinación de Posgrados, solicitando información detallada del proceso de admisión a la Maestría en Epidemiología cohorte No. 15.
2.6. El día 04 de febrero de 2016, recibió respuesta al derecho de petición, en donde se le informó que cumplió con los requisitos de la inscripción como se indicó en párrafos precedentes, por lo cual fue evaluado, calificado con un puntaje final de 72.6, quedando en la posición No. 12. Uno de los puntos evaluados fue el de “experiencia investigativa y publicaciones: cero (0) puntos”. Situación por la cual el 04 de febrero de 2016, envió una nueva petición con relación al instrumento de calificación del criterio de experiencia investigativa y publicaciones.
2.7. El día 16 de febrero de 2016, recibió respuesta al derecho de petición, según la cual le indicaron, que en publicaciones se otorgan diez puntos al aspirante, que apareciera como autor de un libro producto de investigación o un artículo de revista categoría A1 o A2, por lo que el accionante consideró que la Universidad de Antioquia no tuvo en cuenta su publicación (primer autor en revista Vitae indexada Publindex Colciencias categoría A2 a la fecha de la publicación), misma que se encuentra relacionada en la hoja de vida del accionante.
2.8. Argumentó el accionante que de haberse tenido en cuenta dicha publicación para la calificación, habría sacado un puntaje de 10 en el criterio de experiencia investigativa y publicaciones, para un puntaje total de 82.6 y por ello se ubicaría en el segundo lugar de la lista de aspirantes admitidos a la Maestría en Epidemiología cohorte No. 15, haciéndolo acreedor a la beca completa TDR/OMS.  
2.8. Por tanto, solicita se le ampare su derecho fundamental a la educación y en consecuencia se le ordene a la Universidad de Antioquia se le evalúe  nuevamente el criterio de experiencia investigativa y asignarle el puntaje correspondiente; ii) ordenar a la misma Institución corregir el puntaje asignado a su hoja de vida y por tanto asignarle el nuevo puesto en la lista de aspirantes; iii) se modifique la Resolución 231 del 18 de diciembre de 2015 del Departamento de Admisiones y Registro para que sea incorporado al listado de estudiantes admitidos al programa; iv) se proceda a otorgarle el beneficio de la beca completa ofrecida por el Programa Especial de Investigaciones y Enseñanzas sobre Enfermedades Tropicales, TDR/OMS, en todos sus componentes.
2.9. El juzgado de primera instancia corrió traslado del auto admisorio de la demanda a la Universidad de Antioquia  (folio 39).
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA
La apoderada general de esa universidad se refirió a cada uno de los hechos expuestos por el accionante y explicó cada una de las etapas de la convocatoria realizada por la Facultad Nacional de Salud Pública en la cual el accionante cumplió con los requisitos de inscripción y fue evaluado con un resultado de 7.26 puntos.  Dicho proceso de convocatoria terminó con las Resoluciones Nos.231 del 8 de diciembre de 2015 y la No.04 del 27 de enero de 2016 por lo que se encuentra en firme y ya están matriculados 15 beneficiarios de la beca para concluir que en el presente caso no procede la acción de tutela por no ser el mecanismo idóneo para controvertir actos administrativos en firme de contenido particular y concreto, además, por tener la demanda de amparo un carácter residual, y contaba el actor con otros medios de defensa judicial. 

Por lo tanto, señaló que se deben de respetar los derechos adquiridos y además que el accionante no cumplió con los requisitos de la Convocatoria exigidos en el numeral 5º del artículo 2º de la Resolución 1146 de junio de 2015 del Comité Central de Posgrados de la Universidad de Antioquia, al no allegar con su hoja de vida la certificaciones sobre las publicaciones e investigaciones realizadas, exigidas en dicha resolución, y este se constituye en un acto invariable e inmodificable por el interesado, por lo que resulta necesario, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el literal 3º del literal  b del artículo 3º ibídem, que contempla los aspectos a evaluar en la hoja de vida, en el ítem experiencia investigativa y publicaciones, que sean allegados todos los soportes que el interesado hubiera deseado acreditar, pero como el accionante no aportó las certificaciones su puntaje fue de cero (0). De acuerdo a esto, el documento aportado por el interesado y mediante el cual relaciona dos publicaciones, no reemplaza el documento exigido por la convocatoria. En tal sentido, permitírsele un tratamiento diferente al actor, sería darle un trato preferencial respecto a los demás.

Hizo referencia a todos los derechos de petición que fueron contestados por la Universidad al accionante.

Por lo tanto, solicitó que se declarara la improcedencia de la acción de tutela.

Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) escritura pública No.856 de la Notaría 23 del Círculo de Medellín del 8 de abril de 2015, ii) respuestas a los derechos de petición elevados por el  accionante con fechas del 4, 12 y 16 de febrero de 2016; iii) hoja de vida del accionante y sus anexos; iv) puntajes de evaluación; v) Resolución No.1242 del 17 de diciembre de 2015 del Comité Central de Posgrado; vi) Resolución No.1146 del 26 de junio de 2015 y vii) Resoluciones No.4 del 27 de enero de 2016 y No.231 del 18 de diciembre de 2015 (Fls. 48 al 78).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia proferida el 7 de marzo de 2016, el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, resolvió negar por improcedente la acción de tutela interpuesta por el señor David Arboleda Carvajal por considerar que existe otro mecanismo como la acción de nulidad y restablecimiento del derecho para demandar los actos administrativos con los cuales no está de acuerdo y que fueron relacionados en su demanda. Así mismo, ordenó compulsar copias con destino a la Fiscalía General de la Nación por cuanto  advirtió una irregularidad en la hoja de vida aportada por el accionante. (Fls. 85-90)

El actor fue notificado del anterior fallo mediante correo electrónico del 8 de marzo de 2016 (folio 93), quien el 10 de marzo del 2016 presentó escrito de impugnación.
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Indicó el accionante que la sentencia impugnada carece de las condiciones necesarias, teniendo en cuenta lo siguiente: i) no se ajusta a los hechos y antecedentes que motivaron la tutela ni al derecho impetrado, por error de hecho y de derecho, en el examen y consideración de la petición; ii) se niega a cumplir el mandato legal de garantizar el agraviado el pleno goce de su derecho, como lo establece la ley; iii) se funda en consideraciones inexactas cuando no totalmente erróneas; iv) incurre el fallador en error esencial de derecho, especialmente respecto del ejercicio de la acción de tutela, por errónea interpretación de sus principios.

Pone en conocimiento que en el expediente de tutela, del cual le fue entregada copia, no obra el escrito de adición presentado con oportunidad en el despacho del juez y recibido por la funcionaria Margarita María Guarín el día 24 de febrero de 2016, por lo que presume que ninguno de los argumentos allí indicados tuvo la atención del juez fallador, con grave detrimento del debido proceso. 
Para este caso, el juez falló negando la acción de tutela por improcedencia sin considerar que la vía administrativa no es la instancia idónea y eficaz, de conformidad como lo ha indicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en varias oportunidades en las Sentencias T-213A/11 y T-256/95 en el asunto concreto en los concursos  de méritos. 
En consecuencia, la decisión no es congruente dado que él mismo reconoce en su providencia que resulta claro que eventualmente podría presentarse un perjuicio irremediable en el presente caso, lo cual debió servir como argumento suficiente para fallar tutelando la protección del derecho invocado, ya que. 
Además, el actor criticó el análisis de las pruebas, ya que su examen correcto debió haber llevado al juez a advertir que, al especificar de manera clara y precisa en su certificación propia que la información que contenía podía ser verificada con Vitae, Revista de la Facultad de Ciencias Farmacéuticas y Alimentarias de la misma Universidad de Antioquia, le prohibía a la accionada exigirle una certificación que debería de haber expedido una de sus dependencias, de acuerdo a la “prohibición de exigir documentos que reposan en la entidad” establecido en el artículo 9 del Decreto Ley 019 de 2012. 
Por otro lado precisó, que el juez puso en segundo plano su derecho fundamental a la educación y por encima, el principio de autonomía universitaria, el cual ha dicho la Corte Constitucional (cita sentencia T-068/12), no es absoluto y debe garantizar y respetar los derechos fundamentales. Además, insistió que los términos de la convocatoria no especificaron quién debía expedir la certificación que no fue tenida en cuenta por la Universidad, ni cuál debía ser su contenido, por lo que el requisito es escueto y falto de claridad, omisión de la administración  que no puede aceptarse en favor de la misma.

En cuanto a la compulsa de copias que el fallador remite a la Fiscalía, señaló que lo que aportó fue el certificado de investigaciones y publicaciones, tal como lo especificó en el numeral 11 del acápite de pruebas en el escrito de tutela, el cual es un documento distinto y corresponde al folio 37 del expediente y puede ser comparado sólo con el folio 65 del mismo, este último aportado por la accionada, si se observa bien se están comparando dos documentos que son distintos. Por un lado, la hoja de vida aportada sólo por la universidad (folios 55 y 56) y por el otro, la certificación de investigaciones y publicaciones aportado por la Universidad de Antioquia, siendo esta última sobre la cual versa la valoración errónea del juez.
Por lo anterior, solicitó se revoque la decisión del juez de primera instancia y se ordene lo pertinente para la protección de su derecho fundamental a la educación y demás que estime vulnerados. (Fls. 135-142)
Adjuntó copia del escrito de adición a la acción de tutela que el señor Arboleda Carvajal había allegado al despacho fallador desde el 24 de febrero de 2016 (143-145).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1 Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico 

Corresponde a esta Sala determinar si la decisión tomada en primera instancia se ajusta a los parámetros legales  y constitucionales al declarar improcedente la acción de tutela interpuesta por el señor David Arboleda Carvajal o si por el contrario, hay lugar a revocarla con fundamento en los argumentos del impugnante.

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Con respecto al principio de la buena fe, confianza legítima y respeto por el acto propio, la Corte Constitucional en la Sentencia T-342 de 2015 se refirió de la siguiente manera:  

“A partir de los postulados del principio de buena fe, la Corte Constitucional ha desarrollado la teoría del respecto por el acto propio y la confianza legítima, según los cuales la administración está obligada a respetar las expectativas jurídicas y legítimas que el actuar de la Administración haya generado a una persona, de tal forma que no puede cambiar súbitamente el sentido de sus decisiones. La administración no puede modificar los actos que expide sin que medie razón alguna y sin los procedimientos que la ley determina cuando hay lugar ello, dado que puede afectar las situaciones jurídicas que se generan de la confianza de los actos administrativos expedidos conforme a derecho. La Corte Constitucional ha aplicado el principio del respeto al acto propio en los eventos en que la Administración modifica sus propias decisiones y con ello afecta situaciones jurídicas ya creadas. Para tal efecto ha señalado tres condiciones que se deben verificar: (i) la ejecución de un acto o una serie de actos jurídicamente relevantes que generen una expectativa legítima a una persona. (ii) La expedición de una actuación posterior que contradice a la anterior. (iii) La identidad de emisor-receptor en la actuación administrativa, en el sentido que ambas conductas sean ejecutadas por “la misma persona o centros de interés”. Una autoridad pública desconoce el principio de respeto al acto propio y, por ende, el de buena fe, cuando adelanta actuaciones contradictorias respecto de otras anteriores, emitidas por ella misma, que han creado una situación jurídica y concreta o una expectativa legítima a una persona.”
  (Subrayas nuestras)
6.5. DEL CASO EN CONCRETO 

6.5.1. En el asunto sub examine el amparo constitucional se relaciona con la inadmisión del señor David Arboleda Carvajal para obtener la beca mediante convocatoria del Comité Central de Posgrado de la Universidad de Antioquia de la décimo quinta cohorte para el programa Maestría en Epidemiología con énfasis en la investigación de la implementación de intervenciones en enfermedades infecciosas, toda vez que en su criterio dicha universidad no tuvo en cuenta ni verificó la certificación de publicaciones que el accionante había realizado y que había puesto en conocimiento al momento de su participación en la convocatoria cuando hizo referencia a dos publicaciones en la revista “Vitae” de la Facultad de Ciencias Farmacéuticas y Alimentarias con la que era posible que el evaluador las confrontara por ser de la misma institución, lo que le hubiera servido para sumar a la calificación obtenida, haciéndose acreedor de la beca referida, lo que vulneró su derecho fundamental a la educación.  
6.5.2. En relación con la naturaleza del derecho a la educación, en la Sentencia T-465 de 2010, la Corte Constitucional, indicó lo siguiente:

“La Constitución contempla en sus artículos 67, 68 y 69 lo relacionado con el servicio público educativo, los establecimientos de comunidad educativa, la profesionalización de la actividad docente, la libertad de enseñanza y aprendizaje, la autonomía universitaria, la investigación científica y el acceso a la educación superior.

 

En desarrollo de lo contemplado en los artículos anteriores esta Corporación ha elaborado una amplia jurisprudencia en la que se han identificado como características principales del derecho fundamental a la educación[13] las siguientes:  (i) es objeto de protección especial del Estado; (ii) es presupuesto básico de la efectividad de otros derechos fundamentales, tales como la escogencia de una profesión u oficio, la igualdad de oportunidades en materia educativa y de realización personal y el libre desarrollo de la personalidad, entre otros;(iii) es uno de los fines esenciales del Estado Social Democrático de Derecho; (iv) está comprendido por la potestad de sus titulares de reclamar el acceso y la permanencia en el sistema educativo o a uno que permita una “adecuada formación”; (v) se trata de un derecho deber y genera obligaciones reciprocas entre todos los actores del proceso educativo.[14]
 

Conforme a las características descritas, la Sala encuentra pertinente hacer énfasis en que la educación es un derecho deber que genera obligaciones tanto para las directivas de los planteles educativos como para los estudiantes sin importar el nivel o grado académico en el que se encuentren. Por ejemplo, la institución educativa tiene el deber de ofrecer una enseñanza de calidad, dentro de la finalidad de la institución y sobre todo bajo los presupuestos de la libertad de enseñanza, investigación, aprendizaje y de cátedra, entre otros.  

 

De otra parte, para el estudiante presupone cumplir con los deberes y obligaciones que en la mayoría de los casos o a nivel básico se encuentran contemplados en el reglamento estudiantil. Así, su inobservancia permite al estudiante o a las autoridades de determinada institución efectuar las reclamaciones o sanciones que correspondan, siempre que se observe y respete el debido proceso, para corregir situaciones que estén por fuera de la Constitución, de la ley o del ordenamiento interno del ente educativo.

 
En conclusión, el derecho al goce efectivo y fundamental a la educación conlleva obligaciones tanto para el Estado como para las instituciones educativas y los estudiantes, cuya observancia impone a todas las partes del proceso educativo, el deber de cumplir con los requisitos contenidos en los reglamentos. (Subrayas propias)
De acuerdo con el precedente jurisprudencial acabado de relacionar, se desprende que con el fin de hacer efectivo el derecho fundamental a la educación, existen unas obligaciones recíprocas tanto para las entidades educativas como para los estudiantes.  Por su parte, la Sala observa que la Universidad de Antioquia a través del Comité de Posgrado expidió la Resolución No.1146 del 26 de junio de 2015 en cuyo artículo 2º consagró los requisitos para los aspirantes a la Maestría en Epidemiología y en su numeral 5º indicó “Presentar la hoja de vida y los documentos de respaldo: títulos de pregrado y títulos de posgrado (si los tuviere).  Calificaciones obtenidas en pregrado y posgrado. Certificación de la experiencia laboral. Certificación de investigaciones y publicaciones”.   Al respecto, el impugnante insistió que  se vulneró su derecho fundamental a la educación por cuanto la Universidad de Antioquia al exigir la presentación de las certificaciones de la investigaciones y publicaciones, desconoció de manera deliberada la prohibición de requerir documentos que reposan en esa entidad, tal como lo indica el artículo 9 del Decreto Ley 019 de 2012, lo que corroboró en el escrito de adición a la demanda de tutela (folios 143 al 145) y que al parecer no fue advertido por el A quo.  Sin embargo, esta Sala considera que esta última comunicación no difiere de lo pedido en el escrito introductorio de la acción de tutela, ya que el actor había hecho referencia al mencionado Decreto, por lo que en este caso sólo habría lugar a llamar la atención del Despacho de primer nivel para que en el futuro anexe inmediatamente a los expedientes todos los documentos que alleguen las partes y que se requiere que obren dentro de los mismos.

6.5.2. Superada una de las inconformidades del accionante en cuanto a que el A quo dejó pasar por alto los fundamentos plasmados en el escrito de adición a la tutela, considera este Tribunal que es necesario recordar que la Convocatoria de la décimo quinta cohorte de la Maestría en Epidemiología se  constituye en la ley del proceso, y en ese orden de ideas, desde un comienzo el accionante conocía las condiciones y términos, a los cuales se sometieron  todos los participantes.  De tal manera, que al haber relacionado el accionante las dos publicaciones que hizo en la revista Vitae de la facultad de Ciencias Farmacéuticas y Alimentarias de la Universidad de Antioquia, pretendiendo que dicha institución educativa fuera la que verificara en sus archivos las mismas, no sólo se sustrajo de sus obligaciones sino que hizo una interpretación propia de los requisitos establecidos en la Convocatoria, por lo que ahora no puede venir a solicitar que se le aplique lo dispuesto en el artículo 9º del Decreto 019 de 2012 cuando fue él quien debió cumplir con los requisitos señalados en la Convocatoria, ya que la evaluación de su hoja de vida exigía que el interesado certificara la existencia de esas publicaciones, de tal manera, que no bastaba con su simple enunciación, fuera de que el actor no presentó ninguna prueba al respecto.

6.5.3. Por lo tanto, el proceder de la entidad accionada se ajustó a las previsiones de la convocatoria al haber dado las bases específicas de participación, reglas del proceso, etapas, requisitos mínimos, cronograma de actividades y procedimiento de los términos de referencia, de donde se desprende que si el accionante no estaba de acuerdo con las mismas, es claro que la vía que con contaba era la jurisdicción contencioso administrativa el contenido de ese acto de carácter general, impersonal y abstracto, y por consiguiente, ajeno a la órbita del juez constitucional, tal como lo concluyó el juez de primer grado.
6.5.4.  Ahora bien, la Sala encuentra que los derechos de petición que el accionante  envió a la Universidad de Antioquia, fueron absueltos por esa institución mediante respuestas del 4, 12 y 16 de febrero de 2016 (folios 52 al 54), fechas anteriores al 22 de febrero de 2016 que era el día que iniciaban las actividades académicas, según cronograma de clases dispuesto en la Resolución No.1146 del 26 de junio de 2015 (folio 21).

6.5.5. Por lo tanto, como el impugnante insistió que la Convocatoria no especificó quién debía expedir las certificaciones ni cuál debía ser su contenido, emerge claro que el actor contaba con otro medio de defensa judicial, que no es otro que la acción de nulidad prevista en el Código Contencioso Administrativo, para exponer los argumentos que avalen la tesis propuesta en su demanda de amparo. En tal virtud, el juez constitucional no puede dirimir una controversia del resorte del juez natural, pues ello no se compadece con la naturaleza y finalidades del mecanismo constitucional, que no son diferentes a denunciar la vulneración y obtener el restablecimiento de los derechos fundamentales y en tal sentido, la sentencia estudiada debe confirmarse.
6.5.6.  Ahora bien, en lo que respecta a lo dispuesto por el A quo en el numeral segundo del fallo y que tiene que ver con compulsar copias con destino a la Fiscalía por cuanto halló que a folio 37 el accionante anexó la última página de su hoja de vida en la que indicó que las dos investigaciones y publicaciones que había realizado en la revista Vitae podían ser verificadas por la Universidad de Antioquia, difiere de la hoja de vida aportada por la Universidad de Antioquia visible a folios 55 y 56, esta Sala revocará tal orden, toda vez que ninguna irregularidad observa si se tiene en cuenta que la Universidad de Antioquia también anexó a folio 65, la copia de la hoja de vida donde el actor solicitó que se verifiquen sus publicaciones y que es la misma fotocopia del folio 37, documento que el juez de conocimiento pasó por alto; por tal razón, se llamará la atención del funcionario que evite tomar decisiones con repercusiones penales sin haber revisado el total de las pruebas puestas en su conocimiento.
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE el fallo de primera instancia proferido el 7 de marzo de 2016 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda.
SEGUNDO: REVOCAR el numeral 2º de la sentencia, debiendo el Juez 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, librar los oficios a la Fiscalía General de la Nación tendientes a que se deje sin efecto la orden de compulsar copias en contra del señor David Arboleda Carvajal.

TERCERO: LLAMAR  la atención del Despacho de primer nivel para que en el fut4uro anexe inmediatamente a los expedientes todos los documentos que alleguen las partes y que se requieren que obren dentro de los mismos.

CUARTO: LLAMAR la atención del señor Juez 2º Penal del Circuito de Dosquebradas para que evite tomar decisiones con repercusiones penales sin haber revisado el total de las pruebas puestas en su conocimiento.
QUINTO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARIA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Sentencia T-375 de 2013.
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